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PRESIDE: Señores Representantes José Carlos Cardoso, Presidente y Silvana Charlone, 
Vicepresidenta 


MIEMBROS: Señores Representantes Alfredo Asti, Eduardo Brenta, Irene Caballero, Carlos González 
Alvarez, Gonzalo Mujica, Pablo Pérez González, Iván Posada y Héctor Tajam. 


ASISTEN: Señores Representantes Pablo Abdala y Luis Gallo Cantera 


INVITADOS: Por el Ministerio de Economía y Finanzas, economista Mario Bergara, Subsecretario y 
contador David Elbe, asesor 


SEÑOR PRESIDENTE (José Carlos Cardoso).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Hacienda da la bienvenida al señor Subsecretario de Economía y Finanzas, economista 
Mario Bergara, y al economista David Eibe, asesor. 


Damos la palabra a nuestros invitados. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Señor Presidente: hoy se nos ha 
convocado para presentar la iniciativa del Poder Ejecutivo con respecto al Impuesto de Asistencia a la 
Seguridad Social. 


La intención de este proyecto es dar una solución política a una situación generada a partir de la secuencia de 
fallos de la Suprema Corte de Justicia con relación a la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la 
aplicación del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas a las pasividades. Se trata de una respuesta, en 
particular, ante la situación generada por el hecho de que la Suprema Corte de Justicia ha informado 
sentencias de carácter contradictorio con respecto a la constitucionalidad o inconstitucionalidad del impuesto. 
En su momento, dado el obvio carácter polémico del tema, el Poder Ejecutivo había decidido esperar una 
secuencia de fallos de la cual pudiera desprenderse una tendencia jurídica. Efectivamente, los primeros fallos 


ya marcaban ese carácter polémico en la medida en que la declaración de inconstitucionalidad tenía una 
mayoría relativa de tres a dos. Inclusive, dentro de los tres miembros de la mayoría tampoco se manejaban 
los mismos argumentos para justificar esa inconstitucionalidad. Después hubo fallos exactamente en el orden 
contrario, manifestando la constitucionalidad también con una mayoría relativa de tres a dos. 


En la medida en que en casos posteriores algunos de los Ministros titulares de la Suprema Corte de Justicia se 
fueron excusando por razones específicas, también hubo fallos siguientes favorables a la constitucionalidad 
de la aplicación del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas a las pasividades. Inclusive, en algunos casos 
ha habido sentencias unánimes con respecto al tema, en la medida en que los integrantes del Tribunal de 
Apelaciones que se integraban transitoriamente a la definición, tenían una visión por la que compartían la 
constitucionalidad del tributo. 


Por lo tanto, reitero que esta es una situación que ha generado sentencias de carácter contradictorio y 
entendimos que debía ser resuelta a partir de una respuesta política, de definición de una nueva situación con 
respecto a la imposición a las pasividades, sobre la base de que ninguna de las sentencias inclusive las 
primeras, que eran favorables a la inconstitucionalidad tenía una mayoría que implicara que no era factible 
gravar las pasividades. Inclusive las primeras sentencias, los tres miembros de la mayoría a favor de la 
inconstitucionalidad no eran los que argumentaban que las pasividades no podían ser gravadas por el 
artículo 67 de la Constitución de la República. Es más; en particular el Ministro Ruibal, Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia, aclaraba que su posición a favor de la inconstitucionalidad no se basaba 
implícitamente en esa consideración. 


Por lo tanto, reitero que como respuesta política ante esa situación generada a partir de las sentencias 
contradictorias, el Poder Ejecutivo envía un proyecto de ley en el que se excluye a las pasividades 
jubilaciones, pensiones o pasividades de similar naturaleza del cómputo de la renta o de los ingresos de los 
individuos, a efectos de determinar el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. O sea que lo que se hace 
es excluir a las pasividades del cómputo del IRPF, así como también las excluye del Impuesto a la Renta de 
los No Residentes. En particular el artículo 11 del proyecto de ley que se remite, plantea la exclusión de los 
ingresos referidos a pasividades, tanto del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas que está dirigido, 
obviamente, a los residentes en el país, como del Impuesto a la Renta de los No Residentes. 


Entonces, de manera alternativa se propone la constitución de un nuevo tributo que denominamos Impuesto 
de Asistencia a la Seguridad Social, que es claramente diferente al Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas, con un hecho generador, que está previsto en el artículo 2” del proyecto, que dice: "Estarán gravados 
los ingresos correspondientes a las jubilaciones, pensiones y prestaciones de pasividad similares, servidos por 
instituciones públicas y privadas, residentes en la República. [...]". Esto va a imponerse sobre aquellas 
personas que reciben pasividades, sean residentes o no. O sea que se aplica el mismo criterio de imposición, 
sin distinguir en función de la residencia de los que reciben las pasividades. 


Hay una serie de elementos operativos que refieren a la facultad del Poder Ejecutivo, justamente, de designar 
agentes de retención y percepción, responsables por obligaciones tributarias de terceros y responsables 
sustitutos esto figura en el artículo 6”, y se determina que la base imponible de este impuesto no sea cada 
pasividad tomada de manera individual, sino el conjunto de pasividades que recibe cada persona. Es decir 
que si hay una persona que recibe más de una pasividad, ya sea en un mismo instituto de seguridad social o 
en varios, deben confundirse, sumarse los ingresos por pasividades de todas ellas para la misma persona, y 
aplicar las alícuotas correspondientes del impuesto a la suma de las pasividades. 


Con respecto a las alícuotas y a las tasas, se propone que sean de carácter progresional... 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Si una persona tiene dos jubilaciones, una de $ 10.000 y otra de 
$ 8.000, ¿paga a partir de $ 14.000? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Primero se suman las pasividades y, 
después, se aplica el monto no imponible correspondiente y demás. Si se tomaran aisladamente las dos 
pasividades no pagaría nada, pero eso sería injusto para aquel que tiene una única pasividad de 
$ 18.000, caso en el que sí pagaría. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Si una persona está en actividad, recibe un salario por el que paga 
Impuesto a la Renta de las Personas Físicas y, además, tiene una jubilación de $ 10.000, ¿este último 
ingreso estaría totalmente exonerado? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Exactamente. Ahora sí hay una muralla 
china entre el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas y el Impuesto de Asistencia a la Seguridad 
Social, porque las pasividades se excluyen del cómputo de la renta de los individuos. Por lo tanto, este 
impuesto se aplica sobre las pasividades, con independencia de lo que ocurra con todo otro tipo de 
ingresos de los contribuyentes, ya sea por rentas del trabajo, por rentas de capital o lo que fuera. O sea 
que ahora las pasividades se toman como un elemento aislado del resto de los ingresos. No se acumulan 
a otros ingresos, se acumulan entre sí. Es decir: se acumulan pensiones y jubilaciones, provengan del 
mismo o de distintos institutos de seguridad social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En esa acumulación de múltiples pasividades, ¿están incluidas aquellas que 
provienen de Cajas de Auxilio? ¿Se suman las prestaciones mensuales que provienen de Cajas de 
Auxilio? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Exacto. Precisamente el artículo 2” del 
proyecto establece: "Estarán gravados los ingresos correspondientes a las jubilaciones, pensiones y 
prestaciones de pasividad similares, servidos por instituciones públicas y privadas residentes en la 
República". 


Lo que no está comprendido en este hecho generador figura en el inciso segundo del artículo 2%, son "los 
ingresos por jubilaciones o pensiones originados en aportes a instituciones de previsión social no residentes, 
aun cuando tales ingresos sean pagados por entidades residentes”. Es decir que aquellas pasividades que se 
generaron en el exterior quedan fuera del hecho generador. Todas aquellas que provengan de institutos de 
seguridad social residentes, incluidas las de las Cajas de Auxilio, se suman al hecho generador. 


(Diálogos) 


SEÑOR POSADA.- Creo que sería importante que también se aclarara qué sucede con las rentas 
vitalicias las hay que sirven a las Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Debemos diferenciar dos tipos de rentas 
vitalicias. Por un lado, están las que emergen de un contrato de seguro: una persona contrata 
directamente un seguro y obtiene una renta vitalicia a la antigua. Estas rentas no se pueden computar 
como una pasividad. Por otro lado están las rentas que emergen a partir del mecanismo de seguridad 
social, del pilar de capitalización. Estas sí se computan, porque se recibe una prestación de seguridad 
social, aunque sea por la vía de que uno capitalizó fondos en el fondo previsional y con eso se compró 
un seguro en una empresa aseguradora. Esas rentas sí tienen el mismo tratamiento. 


Como decía, con respecto a las tasas o alícuotas del tributo, debemos decir que se aplican de manera 
progresional: no se aplican a todo el ingreso sino a los distintos tramos de ingreso. Por lo tanto, estas tasas 
nominales no van a coincidir con las tasas efectivas que se cobran. Se establece un monto mínimo no 
imponible para el conjunto de ingresos anuales de hasta 96 Bases de Prestaciones y Contribuciones, 
equivalente a 8 Bases de Prestaciones y Contribuciones mensuales, si la prestación es homogénea en el año. 
Si tenemos en cuenta el monto actual de la BPC, que es de $ 1.775, esto representa $ 14.200. Por lo tanto, las 
pasividades no pagarían ningún impuesto por los primeros $ 14.200, sumadas todas las pasividades que la 
persona recibe. 


A partir de allí, por lo que corresponda del tramo comprendido entre 96 y 180 BPC, es decir, entre 8 y 15 
BPC mensuales, entre $ 14.200 y $ 26.625, la tasa a aplicar será del 10%. Desde 15 BPC y hasta 50 BPC 
mensuales, es decir, de 180 BPC a 600 BPC anuales, equivalente a $ 26.625 hasta $ 88.750 mensuales, la tasa 
a aplicar en ese tramo será del 20%. A partir de $ 88.750, es decir 50 BPC mensuales o 600 BPC anuales, se 
aplicará el 25% por lo que corresponda en ese tramo. 


Es decir que se trata de un régimen de tasas crecientes, pero que se aplican de manera progresional; se 
aplican a cada tramo y a partir de un monto no imponible equivalente a $ 14.200 mensuales. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Quisiéramos saber si hay información respecto a cuántas personas 
serían gravadas en cada uno de estos tramos. La última cifra que tenemos es que ahora van a pagar 


92.500 personas. Nos gustaría conocer la información con respecto a cuántas personas van a pagar el 
10%, el 20% y el 25%. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Los cómputos preliminares, realizados 
en base a una liquidación que todavía no está ajustada pero de todos modos son datos bastante firmes 
de la DGI con respecto a cómo se venía comportando el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas a 
nivel de pasividades, nos indican que aproximadamente 605.500 personas, de un total de casi 698.000, 
estarían por debajo de las 8 BPC mensuales. En consecuencia, no pagarían el Impuesto de Asistencia a 
la Seguridad Social. Estamos hablando del 87% del total, o sea que este es un impuesto que no 
involucraría al 87% de los pasivos. 


Por otra parte, de las alrededor de 92.400 personas que pagarían el impuesto, casi 63.100 estarían 
comprendidas en la franja establecida entre 8 y 15 BPC, es decir, la gran mayoría. Entonces, estamos 
hablando de que prácticamente 670.000 pasivos de un total de 698.000 estarían por debajo de los $ 26.625. 
Alrededor de 29.200 cobrarían entre 15 y 50 BPC mensuales, y algo menos de 100 personas recibirían más 
de 50 BPC. 


Dado que la inmensa mayoría se concentra en las dos primeras franjas, en la que no paga nada o en la que no 
paga nada por $ 14.200 y paga un 10% por un resto, si consideráramos una tasa efectiva, por ejemplo, del 
5%, ¿cuánta gente estaría pagando menos de un 5% de impuesto sobre el total de sus pasividades? Nos 
estamos refiriendo a algo más del 96% de los pasivos, es decir que más del 96% de los pasivos tiene un 
impuesto casi imperceptible, menor al 5% del total de sus ingresos, de los cuales el 87% no paga 
absolutamente nada. 


Con respecto a las tasas efectivas, voy a poner algunos ejemplos, porque esto de las tasas progresionales 
podría inducir a confusión. La tasa efectiva es la que efectivamente termina pagando el individuo con 
respecto a todo su ingreso. Por un ingreso mensual de $ 20.000, el impuesto sería de $ 580, es decir, un 2,9%. 
Por un ingreso de $ 30.000, el impuesto sería de $ 1.917, y por lo tanto la tasa efectiva sería del 6,4%. Si el 
ingreso mensual fuera de $ 40.000, el impuesto sería de $ 3.917 y la tasa efectiva seguiría por debajo del 10% 
y sería de 9,8%. Es decir que para tener tasas efectivas por encima del 10% hay que remontarse a ingresos 
por pasividades superiores a $ 40.000 mensuales. Esto con respecto a cifras preliminares, pero que son una 
buena aproximación a lo que sería el tratamiento, donde reitero el 87% de los pasivos no debería pagar este 
impuesto y una parte muy importante del restante 13% pagaría una tasa efectiva decididamente baja. 


El proyecto de ley incluye algunos elementos que también tiene el Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas en el terreno estrictamente operativo, en el sentido de que el Poder Ejecutivo está facultado a definir 
regímenes de retención y sistemas de liquidación simplificados. 


A nivel del Senado hubo una modificación, acordada con nosotros, en el artículo 10, que precisamente pone 
un tope objetivo a cuándo el Poder Ejecutivo puede liberar al contribuyente de la obligación de hacer una 
liquidación final como opción al contribuyente se lo libera como opción, es decir que igual puede hacerlo, en 
la medida en que los montos a los que refiriera el ajuste y todo el trabajo administrativo para un ajuste no lo 
justificaba. Por ejemplo, es lo que ahora se ha definido para el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas 
para todas aquellas personas que por una cuestión de multiempleo debieran efectuar una declaración de ajuste 
de su Impuesto a la Renta por el semestre julio-diciembre de 2007. La decisión del Poder Ejecutivo era que si 
el monto de sus rentas en ese período no superaba los $ 130.000, aproximadamente, tenían la opción de 
quedar liberados de hacer una declaración jurada porque los ajustes en esos montos serían muy pequeños y 
ello no ameritaría un trabajo administrativo que llevaría a que miles y miles de personas tuvieran que hacer 
esa declaración por montos insignificantes. 


De hecho, también un análisis preliminar de la Dirección General Impositiva indica que una vez liberada esta 
opción, la mayoría de las personas que tienen multiingreso no va a tener que hacer declaración. Por ejemplo, 
entre los activos, solamente 23.200 personas deberían efectuar una declaración de ajuste por el Impuesto a la 


Renta de las Personas Físicas y 15.200 pasivos también deberían hacerlo por este mismo impuesto, por el 
semestre julio-diciembre. Es decir que este mecanismo de liberación y de liquidación simplificada realmente 
da una ayuda muy grande desde el punto de vista administrativo, porque de lo contrario hubiera implicado 
tramitar muchas más decenas de miles de declaraciones por montos que no justificaban el trabajo 
administrativo. Precisamente, lo que se hizo en el Senado fue estipular un tope objetivo por debajo del cual el 
Poder Ejecutivo está facultado a liberar al contribuyente de la obligación de practicar la liquidación anual. 


Como se está planteando la posibilidad de que este nuevo impuesto rija a partir del 1* de julio, los 
artículos 12 y 13 definen, precisamente, la necesidad de hacer un cierre al 30 de junio del Impuesto a la Renta 
de las Personas Físicas para las pasividades. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Una pregunta sobre el artículo 11: ¿por qué se optó por este sistema 
de exclusión y no por derogar lisa y llanamente la parte? Desde el punto de vista de la técnica 
legislativa es algo que no considero muy correcto. Se puede poner que se excluye a esta gente pero el 
impuesto seguiría vigente. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En principio hay que tomar en cuenta 
que lo que se está excluyendo es uno de los componentes que tenía el Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas. Evidentemente, se propone que este Impuesto siga vigente, y lo que se hace es excluir 
uno de sus componentes para que tenga un tratamiento diferente y separado del Impuesto a la Renta 
de las Personas Físicas. Podría haberse vuelto a redactar pero hubiera implicado una nueva redacción 
para múltiples artículos de la ley de reforma tributaria. 


Desde el punto de vista de la técnica jurídica no voy a opinar, pero me parece muy claro que al excluir del 
cómputo, automáticamente todas las referencias que se hagan en los demás artículos con respecto a 
pasividades quedan automáticamente excluidas también. Es decir que sería la derogación del Impuesto a la 
Renta de las Personas Físicas y la imposición de un nuevo Impuesto a la Renta de las Personas Físicas con 
distintos componentes. Creímos que no ameritaba esa técnica jurídica y que, precisamente, se tiene idéntico 
resultado por la vía de la exclusión de las pasividades del cómputo para el Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas. 


SEÑOR POSADA.- El comentario que quería hacer es que desde el punto de vista de la técnica 
legislativa esto genera, por lo menos, confusión; aunque comparto que el efecto es exactamente el 
mismo. 


Quien hoy va a mirar la redacción del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, la primera conclusión que 
saca es que esto sigue vigente. Además, no va a estar en el mismo articulado que compone el cuerpo del 
Impuesto a la Renta de las Personas Físicas; en todo caso, esto será una referencia que se podrá establecer 
para quien lea el texto ordenado. En los hechos, lo que correspondería sería dar una nueva redacción a 
aquellos artículos que incluían a las pasividades como hecho generador, en definitiva, de la aplicación del 
Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. Desde el punto de vista de la técnica legislativa como lo señaló 
el señor Diputado González Álvarez, creo que allí realmente hay un desacierto. 


SEÑOR EIBE.- No voy a abundar mucho sobre el tema. Sencillamente, quiero señalar que los 
impuestos se definen por su hecho generador, con lo cual si se excluye del aspecto objetivo el hecho 
generador, cualquier hecho económico, como puede ser en este caso la percepción de jubilaciones y 
pensiones, es absoluta e inequívocamente claro que esos ingresos no se computan para el impuesto. 
Además, más allá de que puede haber cuerpos orgánicos que regulen impuestos, hay innumerables 
ejemplos de normas aisladas que no refieren a esos cuerpos orgánicos y que, sin embargo, tienen efecto 
sobre ellos, como el Impuesto al Valor Agregado o el Impuesto a la Renta. Para eso están los textos 
ordenados, que lo que hacen es sistematizar e integrar en un texto orgánico las sucesivas 
modificaciones que se hacen a las leyes. 


Hay que tener en cuenta que es un tema opinable. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- La intervención del señor Diputado 
Posada me da tranquilidad, porque más allá de que podamos tener énfasis distintos en los temas de 
técnica jurídica, el contenido es absolutamente claro y refiere al hecho de que las pasividades ya no van 
a integrar el cómputo del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, sino que van a tener un 
tratamiento diferente a través del Impuesto a la Asistencia a la Seguridad Social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este impuesto que ustedes denominan de fortalecimiento a la seguridad 
social, en realidad se aplica a las prestaciones que sirven múltiples Cajas: el Banco de Previsión Social 
y las Cajas Paraestatales. El resultado, lo obtenido por este impuesto, se vuelca en el Banco de 
Previsión Social. ¿Cuál fue la concepción del Ministerio para evaluar que lo que se cobra a un jubilado 
de la Caja Bancaria no se vuelque en esta y sí en el Banco de Previsión Social, y lo mismo con la Caja 
de Profesionales? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El pago de impuestos y la contribución 
al gasto público por la vía de impuestos que hacen los pasivos de todas las Cajas siempre se ha volcado 
al soporte del gasto público. Evidentemente hay Cajas que son estatales, como el Banco de Previsión 
Social, la Caja Militar o la Caja Policial, y otras que son paraestatales, como la Caja Profesional, la 
Caja Bancaria o la Caja Notarial, y cada una tiene su situación y su tratamiento. De hecho, tomando 
en cuenta el orden de magnitud del producido de este impuesto, evidentemente no va a ser una 
contribución sustancial desde el punto de vista del monto para cubrir el déficit del Banco de Previsión 
Social o del sistema público de seguridad social. Existen otros mecanismos que ya se han definido o se 
están analizando con respecto a cómo interactuarán las Cajas Paraestatales con el Estado. Por 
ejemplo, en el caso de la Caja Profesional existe directamente un subsidio determinado por ley desde 
hace algunos años, por el que el Estado contribuye a su financiamiento. También somos todos 
conscientes de que a nivel de la Caja de activos y pasivos bancarios la situación es crítica y, por lo 
tanto, en la actualidad se están analizando cuáles pueden ser los mecanismos de solución para esa 
situación, que probablemente involucre la necesidad de que el Estado deba contribuir. 


Habrá que analizar cada situación a la luz de lo que ya tienen propuesto o subsidiado o de lo que se esté 
analizando en la actualidad. En última instancia, ya sea por la definición explícita del subsidio, como tiene la 
Caja Profesional, o por otro mecanismo que también tendrá definición legal, creemos que es más transparente 
hacer las transferencias desde el Estado hacia Cajas no estatales que hacerlo sin saber cuánto se recauda, 
afectando la renta fuera del Estado. 


Creemos que en esta lógica los impuestos en general tienen que ir a la centralidad del Estado, y en este caso 
al financiamiento del mayor déficit que hay en el Banco de Previsión Social, que es mayor con respecto a las 
demás Cajas, pero que evidentemente se está reduciendo. Si Cajas que no pertenecen al Estado 
eventualmente requieren tratamiento de subsidio, tendrá que discutirse y explicitarse a nivel legal, como se 
ha hecho con la Caja de Profesionales y como seguramente haremos en los próximos meses con la Caja 
Bancaria. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Hubiera sido más correcto y estaría en la misma línea que ha 
expresado en otras oportunidades el Ministerio de Economía y Finanzas si todos los tributos fueran a 
Rentas Generales. En su momento, dicho Ministerio nos dijo que estaba en contra de los impuestos 
afectados y a favor de que todo fuera a Rentas Generales, para que Rentas Generales hiciera la 
distribución que creyera conveniente. No entendemos por qué ahora vamos en contra de ese principio 
que ha defendido el Ministerio de Economía y Finanzas. Además, estamos creando una incomodidad 
que no comprenderán los integrantes de las Cajas Paraestatales, que van a decir: "Nos sacan dinero a 
nosotros para otra Caja, cuando nosotros lo precisamos". A lo mejor el señor Subsecretario nos dice 
que la intencionalidad es otra, pero lo correcto hubiera sido que este impuesto fuera a Rentas 
Generales. 


Como no es lo único que va a financiar al Banco de Previsión Social ya que se financia con otros ingresos 
que salen de esa gran bolsa que es Rentas Generales, haberle dado $ 30:000.000 más o menos no cambiaba 
nada. No entiendo por qué se utilizó este mecanismo de dar esta dirección al impuesto y no llevarlo a Rentas 
Generales, como hubiera sido lo correcto. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Agradezco que la Comisión me permita intervenir. 


En el mismo sentido que el señor Diputado González Álvarez, quisiera saber si el Poder Ejecutivo advirtió 
alguna dificultad en este aspecto con relación al artículo 67 de la Constitución de la República , que establece 
como principio general que los tributos que se aplican sobre los trabajadores, las contribuciones obreras y 
patronales, deben tener por destino financiar el sistema de seguridad social. Por extensión podría entenderse 
que tienen como destino financiar el sistema de seguridad social respectivo. En este caso estamos hablando 
de aportes que realizan jubilados y pensionistas de Cajas Paraestatales, que tienen un destino distinto y van al 
sistema público. Admito que es discutible, pero me pregunto si en algún momento eso se analizó desde el 
punto de vista jurídico, es decir, en qué medida no podría haber una colisión con lo establecido por el 
artículo 67. 


(Ocupa la Presidencia la señora Representante Charlone) 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- La intervención del señor Diputado 
Pablo Abdala nos ayuda a comenzar a explicar la pregunta del señor Diputado González Álvarez en 
cuanto a por qué se plantea en el artículo 14 del proyecto de ley que el producido del impuesto se dirija 
al Banco de Previsión Social. 


En primer lugar, es cierto que el Ministerio de Economía y Finanzas y el Poder Ejecutivo en general han 
tenido la tesitura de desafectar rentas o ingresos impositivos. Una lógica de transparencia y de buena 
administración por lo menos en nuestra concepción indica que lo mejor es que todos los ingresos vayan a 
Rentas Generales y que de manera explícita a través de las normas presupuestales se defina el destino de 
todos ellos. En eso el señor Diputado tiene razón y seguimos reivindicando esa lógica general de 
desafectación de rentas. Pero también debemos decir que para evitar futuros inconvenientes en materia 
jurídica, el Poder Ejecutivo se tomó el tiempo necesario para evaluar con profundidad las sentencias de la 
Suprema Corte de Justicia y el análisis que se realizó de las distintas sentencias, de manera tal que lo que 
propusiera como una solución política tuviera en cuenta los elementos que eventualmente podrían 
considerarse dificultosos en materia de la constitucionalidad de la propuesta. Por lo tanto, fuimos muy 
cuidadosos en ir argumento por argumento, aun cuando nos los compartiéramos. Evidentemente, no 
compartíamos algunos de los argumentos que se utilizaron para la definición de las primeras sentencias de 
inconstitucionalidad; y tampoco lo compartieron otros Ministros de la Suprema Corte, dada la evolución de 
esos fallos. De todas maneras, quisimos recorrer argumento por argumento con profundidad, con seriedad. 
Por eso es que las cosas no se hicieron de manera inmediata, sino que se tomó el tiempo necesario para hacer 
ese análisis profundo, de modo que la respuesta política, que en este caso es el Impuesto de Asistencia a la 
Seguridad Social, no adoleciera de flancos desde ese punto de vista. 


Precisamente, uno de los aspectos que se plantearon en las primeras sentencias era que a partir del análisis 
del artículo 67, tal como expresaba el señor Diputado Pablo Abdala, el producido de impuestos de estas 
características debería integrarse al financiamiento de la seguridad social. Por eso es que incorporamos una 
afectación, que va un poco en contra de la lógica general que esta Administración ha implantado en lo que es 
el manejo de recursos y de gasto público; pero atendiendo a la salvedad que hacían algunos miembros de la 
Suprema Corte de Justicia, entendimos que evitaba esa discusión. 


Tenemos la visión de que el artículo 67 no refiere a que el producido deba financiar sistemas de seguridad 
social respectivos a donde está integrado cada pasivo. En primer lugar, sería algo complicado por el hecho de 
que hay unos cuantos miles de pasivos que tienen ingresos en múltiples cajas. Además, eso en absoluto surge 
del texto constitucional. Por lo tanto, entendemos que esta es la mejor solución desde ese punto de vista. 
Reitero: sin perjuicio de que ya hay un tratamiento de gasto público y de subsidio a algunas cajas 
paraestatales, como la Caja de Profesionales, que no está atado a ningún aporte de la Caja sino que es de 
gasto público. Evidentemente, se analizará también con independencia el caso de la Caja Bancaria. 


El otro aspecto que vale la pena enfatizar es que esto no deja de ser un impuesto. Por lo tanto, la lógica de 
impuestos debe manejarse a nivel del aparato estatal. 


SEÑOR POSADA.- Para dejar una constancia. Es la segunda vez que el señor Subsecretario hace 
mención a un aspecto que creo es bueno aclarar. 


En realidad, la Caja de Profesionales Universitarios no recibe un subsidio; es compensada porque se le 
estableció el cargo de que los Jueces pudieran jubilarse, lo que no acompañamos en su momento. Hay que 
recordar que fue una compensación que se estableció en la ley, en la medida en que se generaba una carga a 
la Caja de Profesionales Universitarios. Es decir que fue por ley que se posibilitó que los Jueces pudieran 
jubilarse, acumular dos jubilaciones, sin haber hecho los aportes correspondientes. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El planteo del señor Diputado Posada es 
de recibo, pero debemos agregar un aspecto que complementa ese panorama: una parte del IRP que 
retenía la Caja de Profesionales estaba afectada a la Caja de Profesionales. Con la reforma tributaria, 
desaparece el IRP, pero en el artículo 109 incluimos que todas aquellas rentas que estaban afectadas 
debían compensarse por el promedio de los últimos tres años. Por lo tanto, a través del artículo 109 de 
la Ley_N” 18.083, donde desaparece una parte del IRP que estaba afectada a la Caja de Profesionales, 
se define que deba asignarse partida presupuestal para financiar esa renta afectada por el promedio de 
los últimos tres años. Por esa vía es que decimos que ya existe una definición de subsidio adicional a lo 
que plantea correctamente el señor Diputado Posada. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Ha quedado claro lo ha expresado con meridiana precisión el señor 
Subsecretario que ha habido un análisis jurídico en cuanto a ser cautos a la hora de la respuesta 
política en lo que tiene que ver con los argumentos de las primeras sentencias. En el mismo sentido 
expresó que se intentó actuar con la misma precaución con relación a este aspecto vinculado al destino 
de lo recaudado. 


La pregunta concreta es cuál fue la respuesta que se concibió con relación a otro aspecto de carácter jurídico, 
que creo es parte de la discusión, que es el principio de la cosa juzgada. Más allá de la discusión genérica 
sobre la intangibilidad o no de las pasividades y sobre los argumentos específicos de las primeras trece 
sentencias, hay una situación jurídica que tiene que ver con un grupo de jubilados que obtuvo una sentencia 
favorable. Eso va más allá de los argumentos en un sentido o en otro. Mi pregunta es si el Poder Ejecutivo 
ponderó que la circunstancia de establecer un nuevo impuesto, aunque sea de características distintas pero 
con algunas similitudes metodológicas, estaría generando una afectación de la cosa juzgada y, a la larga, 
reeditando la misma situación de sentencias contradictorias, en la medida en que los beneficiados por aquella 
sentencia pudieran impugnar este nuevo impuesto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- A los efectos del orden, el único aspecto 
que nos queda por comentar de lo que sería la presentación inicial del impuesto es el último artículo, 
que refiere a la posibilidad de que las disposiciones de este impuesto rijan a partir del 1” de julio, 
consistente con los artículos 12 y 13, que establecían la determinación del IRPF para las pasividades al 
30 de junio de 2008. Digo esto para que quede completa la parte formal de presentación. 


El Poder Ejecutivo, al enviar esta propuesta de un impuesto que opera como un elemento sustitutivo de la 
inclusión de las pasividades en el IRPF, interpreta que eso no era consistente con el razonamiento que 
planteaba el señor Diputado Pablo Abdala con respecto a qué se consideraba cosa juzgada o no, y que no se 
está violentando una lógica jurídica por el hecho de plantear un nuevo impuesto sobre pasividades. En primer 
lugar, porque con respecto a ese argumento no solo analizamos las sentencias en general sino que también 
fuimos argumento por argumento de cada Ministro, en ninguna de las sentencias, ni siquiera en las que tenían 
una mayoría relativa a favor de la inconstitucionalidad, hubo una mayoría a favor del hecho de que las 
pasividades no pudieran gravarse. Inclusive, en las primeras sentencias, el Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, el Ministro Ruibal, si bien apoyó la inconstitucionalidad, no lo hizo apoyando todos los 
considerandos y argumentos de los otros dos Ministros que apoyaron la inconstitucionalidad. 


En la primera sentencia de la Suprema Corte de Justicia, de 26 de marzo de 2008, el Ministro Ruibal aclara lo 
siguiente: "No se trata de que exista una prohibición de rango superior que impida gravar con impuesto a la 
renta a las jubilaciones y pensiones, ni que estas sean intangibles de modo tal que los jubilados y pensionistas 
estén exonerados de contribuir con las cargas públicas. Tampoco que el legislador esté compelido a adoptar 
uno u otro de los conceptos de renta que maneja la doctrina o que se han seguido en legislaciones anteriores". 


Es decir que el Ministro Ruibal apoyaba la inconstitucionalidad por otros argumentos, pero no por el 
relacionado con el artículo 67 en cuanto a que implicara una prohibición de rango superior con respecto al 


gravamen sobre jubilaciones y pensiones. Por lo tanto, creemos que ninguna de las sentencias de la Suprema 
Corte apoya mayoritariamente la tesitura de que las pasividades no pueden ser gravadas. |Por lo tanto, reitero 
que esta respuesta política a efectos de resolver esta situación de fallos contradictorios de la Suprema Corte 
de Justicia está soportada en este razonamiento de recomponer una lógica de equidad e igualdad, con la 
tranquilidad de que no hay ninguna resolución en contrario a la capacidad de imposición sobre pasividades. 


SEÑOR ASTLI.- Simplemente, deseo hacer una solicitud de precisión, no porque yo tenga dudas sino a 
fin de que conste en la versión taquigráfica. 


En algún momento hubo un reclamo no recuerdo si constituyó un recurso de inconstitucionalidad, respecto al 
concepto de retiros militares igualado al concepto de jubilaciones y pensiones. Hay un criterio que se utilizó 
en alguna oportunidad, en el sentido de que los retiros militares no son pasividades porque en realidad no 
están en actitud pasiva sino retirados y pueden ser llamados en cualquier momento nuevamente a la 
actividad. Simplemente, quiero que quede la constancia de si esta es la opinión del Ministerio y que, por lo 
tanto, lo que vamos a votar los legisladores es que obviamente también los retiros militares están 
comprendidos en el alcance del hecho generador del artículo 2”. 


SEÑOR POSADA.- Recordemos que, justamente, esto fue lo que originó en la administración del 
Gobierno que presidió el doctor Lacalle un recurso de inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de 
Justicia, lo que determinó fallos favorables a los reclamantes. También recordemos que en aquel 
momento no se aplicó ese criterio; incluso se lo hizo como correspondía, con carácter retroactivo. O sea 
que eso está laudado. 


(Diálogos) 


——- La interpretación que había hecho el Poder Ejecutivo del artículo 67 en aquel momento, fue que no era 
aplicable, justamente, a las Cajas de Retiros Militar y Policial. En consecuencia, no aplicó lo que se 
establecía como criterio de ajuste de los servicios de retiros militares. Eso originó un reclamo y la Suprema 
Corte de Justicia falló en el sentido de que los servicios de retiro militar y policial constituyen pasividades. O 
sea que yo creo que está realmente cubierto por la redacción que está expresada aquí. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero agregar algo sobre este mismo aspecto. En realidad, la 
interpretación inicial era que el sistema de ajuste del artículo 67 se aplicaba solo al Banco de Previsión 
Social. Frente al reclamo de determinados retirados militares, favorable en la Suprema Corte de 
Justicia, el Poder Ejecutivo de la época resolvió generalizar el criterio para todas las cajas y con efecto 
retroactivo. 


Con relación al efecto retroactivo, quiero consultar sobre un aspecto colateral que no tiene que ver con el 
texto de este proyecto de ley pero sí, por supuesto, con el contexto y con el tema que estamos analizando. 


Las primeras trece sentencias de la Suprema Corte de Justicia declararon la inconstitucionalidad con vigencia 
al 1* de julio del año 2007, es decir, con efecto retroactivo. Eso obliga al Poder Ejecutivo a reintegrarle los 
dineros descontados por concepto de anticipo de pago del impuesto a la renta a todos los beneficiarios. 
Oportunamente, en la comparecencia reciente del señor Ministro Astori en la Cámara de Diputados, adelantó 
el criterio de que el Poder Ejecutivo habría de cumplir estrictamente con lo que establece el artículo 259 de la 
Constitución, al aplicar las sentencias para el caso concreto y, por lo tanto, efectivamente reintegrar esos 
pagos a los beneficiarios de las trece sentencias. 


Mi pregunta es si este criterio se mantiene, y voy a explicar por qué. Observo una cierta contradicción, en 
función del mismo principio de igualdad y del mismo objetivo de equidad que el Poder Ejecutivo dice 
perseguir con este proyecto de ley a la hora de derogar o excluir el impuesto a la renta de las pasividades y 
establecer un nuevo impuesto. Es verdad que hubo sentencias contradictorias. En función de eso, el Poder 
Ejecutivo anunció la derogación del impuesto a la renta de las pasividades o la exclusión del cómputo de la 
pasividad, como se quiera decir técnicamente, y ha resuelto, en una decisión compartible o no, polémica por 
definición, la creación de un nuevo impuesto. Pero se basó, precisamente, en el hecho de que hay sentencias 
contradictorias que generan una situación de inequidad. 


Mi pregunta es por qué no se advierte la misma inequidad a la hora de reintegrar los dineros que 
efectivamente se han venido descontando por ese concepto. Porque, por lo tanto, a una parte se le habrá de 
reintegrar esos dineros y al resto no. Sin embargo, estamos en situaciones equivalentes; es decir, son las 
mismas personas y se ha entendido que no es conveniente aplicarles diferentes impuestos a unos y a otros, o 
aplicarles un impuesto a unos y no a los demás, pero en este caso parecería no seguirse si se confirmara esa 
tesitura del Poder Ejecutivo el mismo criterio al reintegrar lo que se ha venido descontando por ese concepto. 


Repito: desde el punto de vista estrictamente jurídico formal, podrá sostenerse que el Poder Ejecutivo cumple 
con la Constitución. Pero si se invoca el principio de igualdad, me da la impresión de que este principio ha 
recibido un determinado tratamiento al consagrar impuestos y otro distinto a la hora de los efectos que 
provienen de las sentencias contradictorias. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Evidentemente, es un tema polémico, 
pero nosotros vamos a respetar las sentencias que, como bien recordaba el señor legislador Pablo 
Abdala, de acuerdo con el artículo 259 de la Constitución, deben referirse como sentencias juzgadas 
caso a caso. Así como hay sentencias que dictaminan la inconstitucionalidad, también hay otras que 
dictaminan la constitucionalidad. De más esta decir que en esos casos, además, el Poder Ejecutivo no 
tiene norma habilitante para devolver. 


Pero, a guisa de ser honestos intelectualmente, tampoco creemos que sea la vía que deba recorrerse. 
Mantenemos la idea de que los ciudadanos uruguayos, independientemente de cuáles sean sus fuentes de 
ingresos, deben aportar al financiamiento del gasto público en función de criterios que, por lo menos, se 
acerquen a su capacidad contributiva. Eso siempre es imperfecto. Por lo tanto, creemos que se mantiene esa 
lógica en la medida en que se mantenga lo ya recaudado por esta vía en los casos en que la Suprema Corte de 
Justicia no impone la inconstitucionalidad. Por lo tanto, es posición del Poder Ejecutivo la planteada por el 
señor Ministro en oportunidad de la interpelación en la Cámara de Diputados. O sea que, desde ese punto de 
vista, el Poder Ejecutivo mantiene esa tesitura. 


Además, quiero enfatizar un punto adicional. 


El señor legislador Pablo Abdala en su intervención anterior refirió a las posibles diferencias o similitudes 
entre el Impuesto de Asistencia a la Seguridad Social y el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. 
Nuestra convicción es que estamos presentando esencialmente un impuesto con características diferentes. 
Justamente, esas diferencias se basan reitero en un análisis profundo de lo que fueron las sentencias de la 
Suprema Corte de Justicia y que se deben, por lo menos, a los siguientes aspectos. 


En primer lugar, excluye del hecho imponible del IRPF a jubilaciones y pensiones, con lo que se elimina el 
mecanismo de acumulación de rentas; o sea, una primera diferencia es que esto ya no acumula para montos y 
tasas y franjas con el IRPF. 


En segundo término, el aspecto subjetivo del hecho generador también es distinto, ya que esto se va a aplicar 
tanto para residentes como para no residentes. 


En tercer lugar, también el aspecto objetivo es distinto dado que más allá del monto no imponible, no existen 
otras deducciones de naturaleza subjetiva, como existe en el IRPF o como existía en la aplicación a los 
pasivos del IRPF con relación a hijos menores de 18 años o a gastos de salud. 


Y, en cuarto término, también los parámetros son sensiblemente diferentes: la base imponible de acumulación 
de pasividades es diferente; el mínimo no imponible es mayor y las alícuotas son distintas. Por lo tanto, esto 
deriva en un tratamiento relativamente más beneficioso para quienes perciben jubilaciones y pensiones que 
para los otros perceptores de rentas del trabajo. O sea que también en este sentido está la lógica de tratar de 
manera más benévola a quienes reciben pasividades que a los trabajadores activos, que era otro de los 
aspectos en que se basaban algunos argumentos que, reitero no compartimos pero que sí tomamos en cuenta, 
de las primeras sentencias de la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR POSADA.- Simplemente quiero hacer dos reflexiones sobre el tema de fondo del proyecto de 
ley que tenemos a consideración. 


En primer lugar, nos llama la atención que a la hora de definir los ingresos anuales se haga un salto bien 
importante en cuanto a la tasa aplicable. Parecería razonable que se hubiera establecido un tramo más para 
aplicarse una tasa del 15%. 


Este asunto lo mencionamos en oportunidad de la interpelación al señor Ministro de Economía y Finanzas. 
Como no hubo ninguna valoración al respecto, hoy lo volvemos a plantear. 


En segundo término, otro aspecto que también planteamos en dicha oportunidad, refiere a una situación 
injusta que se viene arrastrando desde hace mucho tiempo, en lo que el Estado uruguayo no es un tema 
achacable a este Gobierno tiene responsabilidad: desde la época de la dictadura se han venido aplicando topes 
jubilatorios. Estos topes siguen vigentes, aunque a partir de la Ley N* 16.713 se los estableció en unidades 
reajustables. De hecho siguen el comportamiento de la unidad reajustable, pero lo cierto es que hay topes 
sobre las jubilaciones, que antes eran de siete salarios mínimos y de quince salarios mínimos. Hubo 
trabajadores uruguayos que durante todo su período de vida activa, aportaron al Banco de Previsión Social es 
a ellos que se les aplican estos topes, y a la hora de jubilarse, les aplicaron los topes vigentes. 


Consecuentemente, a esos trabajadores que hoy son jubilados, en el momento de la jubilación se les expropió 
parte de sus aportes. Esta es la realidad: "manu militari”" en este caso, una expresión más que bien dicha, 
porque esta situación se originó en la época de la dictadura, se estableció un recorte del derecho que tenían 
los trabajadores a obtener una determinada jubilación. 


Esta situación no es contemplada en el proyecto. Por tanto, a esos jubilados y pensionistas, se les está 
generando una injusticia, que por supuesto se mantenía en el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, y 
también se va a mantener en este Impuesto. Por consiguiente, nos parecía importante señalar esto, porque 
realmente es una de las asignaturas pendientes que tiene el sistema político uruguayo, que no ha dado 
resolución al respecto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Este tema ya se había planteado en 
oportunidad de la interpelación; todavía se sigue analizando, y no me corresponde profundizar en ese 
aspecto ahora. De todas maneras, debo señalar que ha habido alguna excepción en cuanto al 
tratamiento de un levantamiento de tope para un grupo relativamente pequeño de pasivos pero, 
reitero, es un tema que debe seguir analizándose y evaluándose. 


Con respecto a las bondades o no de incorporar una franja intermedia con una tasa intermedia, evidentemente 
el diseño de esto tiene siempre un componente de arbitrariedad. De todas maneras, creemos que incorporar 
una franja intermedia con una tasa menor, no tendría mayores impactos, ni siquiera a nivel individual, sobre 
todo al recordar que hay un monto no imponible lo suficientemente grande de $ 14.200 que, reitero, 
incorpora ya el 87% de los pasivos, y que hasta $ 26.600, incorpora a 63.000 pasivos más. Estamos hablando 
de que de un total de casi 700.000 pasivos, menos de 30.000 están por encima de los $ 26.000. Entonces, si 
ponemos una franja intermedia, por ejemplo, de 30 BPC teniendo en cuenta entre todas las Cajas los que 
están por encima de 30 BPC estamos hablando de menos de siete mil personas. Por tanto, incorporar una 
franja intermedia solo complicaría los cálculos; en el fondo no es nada complejo, pero no tendría mayor 
diferencia ni en términos individuales sería aplicar un diferencial de 5% a partir de 30 BPC, que significa 
unos $ 52.000, ni en términos de recaudación. Creemos que es más sencillo este esquema. 


Como dije, hay cierto grado de arbitrariedad con respecto a cuántas franjas se deberían poner y qué tasas 
aplicar. Creo que vale la pena enfatizar que el 96% de los pasivos paga menos de un 5% efectivo de 
impuesto. Quiere decir que estamos en una circunstancia en que solo el 1%, el 2% o el 3% de los pasivos 
pueden tener tasas por encima de 5%, 6%, 8% o 10%. 


Por otra parte, en base a la consulta del señor Diputado Pablo Abdala con respecto a las diferencias entre el 
TASS y el IRPF y también en base a consideraciones que se hicieron en la Cámara de Senadores por ciertas 
dudas que surgieron, queremos hacer llegar a la Comisión un dictamen del profesor Juan Carlos Peirano 
Facio, a quien ustedes conocerán porque es catedrático de Derecho Financiero en la Facultad de Derecho de 
la Universidad de la República, Profesor Emérito de la Facultad de Derecho, catedrático de Derecho 
Financiero y Profesor Emérito en la Universidad Católica y ex Presidente del Instituto Latinoamericano de 
Derecho Tributario. Todos aquellos que están en el terreno del derecho, en particular del derecho financiero, 
reconocen al doctor Peirano como la figura más prominente en este sentido. 


Precisamente, ante la consulta acerca de si el Impuesto a la Asistencia a la Seguridad Social está claramente 
diferenciado del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, el doctor Peirano es contundente, por una serie 
de consideraciones que hace en su dictamen. 


Quizás no valga la pena en esta instancia leer con detenimiento todos los aspectos, simplemente queremos 
destacar el planteo del doctor Peirano con respecto a este tema. El doctor Peirano dice: "El IASS, si bien 
grava también, [...] jubilaciones, pensiones y prestaciones de similar naturaleza servidas por cualquier entidad 
pública o privada residente en la República, lo hace regulando una estructura tributaria en forma diferente de 
la consagrada en la ley 18.083", que es la que incluye el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. 
Continúa diciendo este informe: "[...] lo hace sobre la base de principios y soluciones diversos de los que se 
recogen en la ley 18.083". 


Precisamente, el doctor Peirano recorre las diferencias sustanciales que hay entre un impuesto y otro, 
referidas a los aspectos de residencia, de acumulación de rentas, de parámetros de las escalas, de definición 
de los montos no imponibles, etcétera. 


Finalmente, concluye de manera contundente acerca de las diferencias entre la naturaleza de un impuesto y 
otro diciendo: "Esta conclusión tiene mucha trascendencia porque la mayoría de los Ministros que declararon 
la inconstitucionalidad de los artículos del IRPF antes mencionados, en ningún momento sostuvieron la 
imposibilidad de gravar los ingresos derivados de jubilaciones y pensiones; no hay inmunidad al respecto y la 
Suprema Corte así lo ha admitido implícitamente". También hace una serie de consideraciones acerca de las 
bondades de la progresividad y progresionalidad en la aplicación del impuesto. Inclusive, plantea que: "cabe 
aplicar la escala progresiva no por las razones extrafiscales a las que aludía Valdés Costa" su maestro, 
digamos, "sino por la aplicación del aforismo 'quien gana más debe tributar proporcionalmente más'. Este 
aforismo" dice el doctor Peirano "no violenta el artículo 8 de la Constitución puesto que no es contrario al 
principio de igualdad, como se ha interpretado por toda la doctrina y por la Suprema Corte en numerosas 
sentencias: formar grupos o 'escalones' basados en la cuantía de los ingresos, con la obvia condición de que 
dentro de cada 'escalón' todos los sujetos reciban igual tratamiento". 


Otra aclaración del doctor Peirano con respecto a las diferencias entre un impuesto y otro, se basaba en lo que 
planteaba la Suprema Corte de Justicia acerca de la necesidad de un tratamiento diferencial a situaciones 
diferentes. Justamente, el doctor Peirano lo que hace es enfatizar la idea de que esa situación "se supera si se 
aprueba el IASS que crea un impuesto distinto e independiente sobre los ingresos de los pasivos, que es en 
general menos gravoso que el que continúa vigente para los activos. En consecuencia ya no se tratará más en 
forma igualitaria a quienes se encuentran en distinta situación, sin entrar a discutir la validez de la 
argumentación de la Suprema Corte". 


Esos son los aspectos que quería destacar del dictamen del doctor Peirano, que dejo en poder de la Comisión. 
SEÑOR ASTI.- ¿Cuál fue la pregunta o las preguntas que se le realizaron al doctor Peirano? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Precisamente, en el acápite del informe 
dirigido al señor Ministro de Economía y Finanzas, el doctor Peirano expresa lo siguiente: "Acuso 
recibo de vuestra comunicación del 2 de junio del corriente año en la que solicita mi opinión sobre si el 
Impuesto de Asistencia a la Seguridad Social (IASS), que tuvo media sanción en la Cámara de 
Senadores, es 'un nuevo tributo, claramente diferenciado en virtud de sus características esenciales, del 
Impuesto a la Renta de las Personas Físicas'; y también 'sobre los eventuales efectos que las sentencias 
aludidas tendrían en la aplicación del nuevo tributo'". 


Esos son los dos aspectos sobre los que fue consultado el doctor Peirano. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo más legisladores anotados, si no se hace uso de la palabra, solo 
resta agradecer la presencia de nuestros invitados. 


(Se retira la delegación del Ministerio de Economía y Finanzas) 


——— Pasaríamos ahora a someter a la consideración de la Comisión el proyecto presentado. 


SEÑOR ASTTI.- ¿Me permite? 


Sin ánimo de coartar la libertad de expresión de los señores legisladores, creo que la mayoría de los 
integrantes de la Comisión hemos seguido con mucha atención la discusión de este tema en el Senado, y 
hemos leído las versiones taquigráficas de la Comisión de Hacienda de esa rama parlamentaria, en las que 
constan las palabras de las visitas que allí acudieron. 


Por lo tanto, creo que estamos en condiciones esto es lo que propongo de pasar directamente a votar el 
proyecto tal como viene del Senado, teniendo en cuenta que ya conocemos la posición de los distintos 
sectores partidarios obviamente que pueden cambiar de opinión- y también de quienes solicitaron entrevista a 
esa Comisión: los contribuyentes, los sujetos pasivos de este nuevo impuesto que se está creando. Como 
decía, conocemos su posición a través de la lectura de las versiones taquigráficas de la Comisión. 


Esa es nuestra propuesta; estamos abiertos a escuchar otras opiniones de los demás señores legisladores. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En este sentido, informamos a la Comisión que hay una solicitud de 
entrevista de la Comisión Directiva de la Asociación de Afiliados a la Caja de Jubilaciones y Pensiones 
de Profesionales Universitarios no aclara que sea por este tema, pero es presumible que así lo sea, que 
fue recibida en el Senado. Está disponible la versión taquigráfica de esa reunión. 


Entonces, la Mesa entiende que a esta altura del partido, todos tenemos opinión política fundada y no parece 
que nada de lo que podamos llegar a escuchar vaya a cambiar nuestras posiciones. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Nosotros sabemos que esto ya es una ley que tiene fecha de vigencia 
fijada. En ese sentido, no pretendemos entorpecer y, por lo tanto, no vamos a pedir que vengan esas 
delegaciones. 


Sí pediríamos que se repartan por Secretaría las versiones taquigráficas de la Comisión de Hacienda del 
Senado, para evitar que todas las delegaciones vengan a decir exactamente lo mismo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Así se procederá. 


Corresponde ingresar al tratamiento del proyecto en consideración. 

En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se pasa a la discusión particular. 
(Se vota) 


——— Seis en nueve: AFIRMATIVA. 


SEÑOR POSADA.- Quisiera dejar constancia del voto negativo del Partido Independiente y señalar 
que a los efectos del informe que supongo se va a votar posteriormente, vamos a presentar el nuestro 
en discordia a los efectos de su envío al Plenario. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Propongo votar en bloque los artículos 1 a 16 y suprimir la lectura. 


(Apoyados) 

——— En consecuencia, si no se hace uso de la palabra, se van a votar los artículos 1 a 16. 
(Se vota) 

——— Seis en nueve: AFIRMATIVA. 


Queda aprobado el proyecto. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Quiero dejar constancia de que he votado en contra. No voy a hacer 
un informe por escrito porque voy a expresar mis argumentos en Sala. Firmaré en discordancia el 
informe. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Propongo que el miembro informante sea el señor Diputado Asti. 
Se va a votar. 
(Se vota) 


——— Cinco en nueve: AFIRMATIVA. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


